PROYECTO DE LEY

EL HONORABLE SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 
SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY

Trámite para la Modificación de Alimentos.
Art. 1: Toda petición de incremento de cuota alimentaria, será regida por la presente ley, a requerimiento de la parte reclamante.

Art. 2: El proceso estará relacionado a la demanda de alimentos y se aplicarán al mismo las normas del proceso sumarísimo.
Art. 3: Promovida la acción, el juez ordenará el traslado de la misma al domicilio real del demandado, quien tendrá un plazo de cinco días para su contestación.

Art. 4: Contestada la demanda, el juez ordenará el libramiento de un oficio al Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC), solicitando informe sobre los índices de inflación que se produjeron entre el dictado de la sentencia definitiva del proceso de alimentos y la fecha en que se promovió la acción.

Art. 5: El organismo mencionado en el artículo precedente tendrá un plazo de 5 (cinco) días hábiles para la contestación del informe.

Art. 6: La parte reclamante tendrá un plazo de 2 (dos) días para acreditar el diligenciamiento del oficio ordenado bajo apercibimiento de tenerlo por desistido de la acción.
Art. 7: Contestado el informe del artículo 4, el juez tendrá  un plazo de 10 (diez) o 15 (quince) días, según sea tribunal unipersonal o colegiado para dictar sentencia. La misma tendrá efectos desde el momento de su presentación.
Art. 8: Sólo será apelable la sentencia definitiva. El recurso se concederá en relación y con efecto devolutivo.
Art. 9: La presente ley no deroga normativa vigente en materia de proceso de alimentos sino que es complementaria de la misma, y aplicable por requerimiento de parte interesada.

Art. 10: La mediación previa será optativa para la parte reclamante. En caso de que la misma optase por requerir mediación previa, la misma será obligatoria para el requerido.

Art. 11: Cúmplase, comuníquese, publíquese, dese al Registro y Boletín Oficial y archívese.

FUNDAMENTOS


El presente proyecto de ley se inspira en la necesidad de otorgar en la Provincia de Buenos Aires la posibilidad de un acceso a la justicia efectivo, eficaz y expeditivo a uno de los sectores de la ciudadanía más vulnerable, los niños.


El especial cuidado y protección de la que deben gozar los niños, ha sido manifestado a lo largo de varios años y logró reconocimiento global.


En este orden de ideas, la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño expresa que: “Por la Presente Declaración de los Derechos del Niño, llamada Declaración de Ginebra, los hombres y las mujeres de todas la naciones, reconociendo que la humanidad debe dar al niño lo mejor de si misma…”


Asimismo, la Declaración Universal de los Derechos Humanos (la cual goza de Jerarquía Constitucional conforme lo establecido en el art. 75 inc. 22 de nuestra Carta Magna), en su art. 25 inc. 2 reconoce que “…La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados especiales…


Por su parte, la Convención Sobre los Derechos del Niño, en su Preámbulo establece que  “… el niño por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento”.


El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su Art. 23 inc. 4 establece que en caso de disolución del matrimonio “… se adoptarán disposiciones que aseguren la protección necesaria a los hijos”.


El art. 24 inc. 1 del mismo cuerpo legal expresa “Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento, a las medidas de protección que su condición de menor requieren, tanto parte de su familia, como de la sociedad y del Estado”.


Finalmente, el art. 10 inc. 3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y culturales establece que “Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de todos los niños y adolescentes…”.


Siguiendo con esta doctrina que se ha forjado internacionalmente a lo largo de los años, el ordenamiento jurídico y normativo tanto nacional como provincial, ha logrado fortalecer institucionalmente el resguardo de los derechos del niño.


Así, el Estado Nacional ha ratificado diversos convenios internacionales en materia de alimentos entre los que se destacan La Convención de Nueva York sobre Reconocimiento y Ejecución en el Extranjero de la Obligación de Prestar Alimentos del año1956 en el marco de la ONU y ratificada en el año 1967, y la Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias creado en la sede de la OEA en 1989 y ratificado por nuestro país en 2002.


Por su parte, el Código Civil Argentino en su art. 267 establece que: “La obligación de alimentos comprende la satisfacción de necesidades de los hijos en manutención, educación, esparcimiento, vestimenta, habitación, asistencia y gastos por enfermedad.


Sin lugar a dudas, el proceso de Alimentos es uno de los pilares fundamentales en aras a proteger los derechos del niño y otorgar a los mismos una suerte de indemnidad frente a los distintos conflictos por los que pueden transitar sus progenitores.Tanto es así, que el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires en sus arts. 635 a 648 establece un mecanismo específico para el trámite de este tipo de procesos.


Sin embargo, es de público y notorio conocimiento la compleja situación que atraviesa la justicia Argentina y en el caso específico, la provincia de Buenos Aires, con juzgados abarrotados de expedientes cuyo trámite se extienden indefinidamente en el tiempo provocando esto una situación de desprotección de los menores.


Los progenitores que deben reclamar judicialmente los alimentos debidos a los menores a su cargo se enfrentan en un gran número de casos frente a dos grandes problemas principales y un tercer problema derivado:


a.- Ingresos no declarados:


Un primer  problema se presenta cuando el alimentante posee ingresos no declarados. 


De acuerdo a la Doctrina que venimos desarrollando en los párrafos precedentes, el fin principal de los alimentos es la indemnidad del menor en su calidad de vida.


El concepto de “indemnidad del menor” se refiere a que el mismo, goce de igual calidad de vida estando sus progenitores viviendo en concubinato, o separados de hecho. La situación personal de los adultos obligados al pago de alimentos no debe interferir en la calidad de vida del menor. 


Sin embargo, en un gran número de casos sucede que los obligados al pago de alimentos poseen gran parte de sus ingresos en negro.


Este hecho coloca al reclamante en una situación de total desprotección y lo somete a realizar un arduo trabajo para probar el caudal económico del alimentante y en muchos casos jamás logra probarlo, situación que desemboca en sentencias que son abiertamente contrarias a la realidad económica de las partes.


b.- Justicia.


Un segundo problema al que se enfrentan los reclamantes es la sensible situación por la que atraviesa la Justicia en el país, hecho que no escapa a los Tribunales de Familia de la Provincia de Buenos Aires. 


Estos tribunales deben decidir sobre cincuenta y cinco materias distintas entre las que se encuentran demandas por Protección Contra la Violencia Familiar, Amparos de Familia, Acción por Denegatoria de Nombre, Tutela, Curatela, Insania, Inhabilitación, entre muchos otros, todos de un alto nivel de sensibilidad.


Es un hecho absolutamente reconocido, la situación que atraviesan los diversos juzgados que se encuentran colapsados de expedientes y cuya problemática se extiende a lo largo del tiempo sin una efectiva resolución.


Si bien en el proceso de alimentos se puede solicitar cautelarmente la determinación de Alimentos Provisorios, cierto es que los mismos siempre son significativamente inferiores a los costos de vida reales que tienen los menores. Hecho que pone en cabeza de quien detente la guarda del menor, no solo la obligación de hacerse cargo del día a día, sino también de solventar unilateralmente todos los gastos del alimentado a los efectos de que no se modifique el nivel de vida del acreedor alimentario.


Una vez sorteados estos dos grandes escollos y producida la sentencia definitiva que da derecho a la percepción de los alimentos en favor del menor, se deriva, con el paso del tiempo, un tercer problema: la actualización de los alimentos por la depreciación del dinero.


Dado que en la actualidad económica de nuestro país nos enfrentamos a una situación de tipo de cambio variable, acompañado de una pérdida del valor de la moneda y el incremento generalizado del nivel de precios, es necesario ofrecer una alternativa a los acreedores alimentarios para poder actualizar de modo eficiente el monto de la cuota alimentaria.


En la actualidad el mecanismo de actualización de la cuota alimentaria es el “Incidente de Aumento de Cuota de Alimentos”.


Sin embargo, resulta a todas luces frustrante que, luego de superar los innumerables escollos que han sido planteados precedentemente, el acreedor alimentario y el progenitor o tutor conviviente deba nuevamente someterse al desgaste de un proceso judicial extendido, encontrándose obligado a probar el incremento de los costos de vida en todos y cada uno de los rubros comprendidos en el concepto de Alimentos.


Los alimentos al no poder ser actualizados automáticamente,  llevan inexorablemente a una proliferación de incidentes de aumento de cuota alimentaria, con la consiguiente recarga de tareas a los ya abarrotados juzgados de familia y, lo que es peor, a aumentar aún más las discordias familiares propias de todo conflicto judicial.


La cuestión de la inflación llevó en su momento a que los jueces arbitraran mecanismos que evitaran a las partes estar permanentemente sometidas al desgaste del juicio. Así, en su momento, los jueces establecieron vía jurisprudencia, unánime y pacífica, que los alimentos debían ser fijados en un porcentaje del sueldo del alimentante y conforme fuera su evolución, era su actualización.

Sin embargo, este tipo de criterio, resulta ineficiente frente a los trabajadores no registrados o autónomos evasores del sistema impositivo argentino. Con lo cual, sostener únicamente este criterio para fijar la cuota, puede resultar en un beneficio para quien infringe la ley, en detrimento del derecho del alimentado.

Con la sanción de la ley 23.928, llamada ley de convertibilidad (Adla, LI-B, 1752), se derogó en forma expresa todas las disposiciones legales o contractuales que establecían una repotenciación o indexación de toda suma de dineraria, alcanzando dicha norma también a las sumas acordadas en concepto de alimentos.


Tal disposición originó una serie de planteos con suerte diversa. Los fallos discordantes motivaron que los tribunales capitalinos en acuerdo plenario se expidieran sobre la constitucionalidad de la norma, resolviendo, con fecha 28 de febrero de 1995, "que con posterioridad a la vigencia de la ley 23.928, no son legalmente admisibles los dispositivos de reajuste automático de la cuotas alimentarias, en función de los índices que reflejen la depreciación monetaria" (CNCiv. en Pleno 28/02/1995, LA LEY, 1995-B, 487).


Hoy en día, nos debemos un nuevo debate respecto a esta cuestión. Tal como lo manifestó la minoría en el Plenario mencionado “…Los alimentos se relacionan con distintos valores que van sobreviniendo e incrementando de mes a mes, en la medida que aumenta el costo de satisfacción de necesidades, en bienes y servicios, que requiere el alimentado. Es que la satisfacción de dichos bienes y servicios representa el objeto de la obligación y en la medida que esa obligación incrementa su valor requiere que el medio de pago se ajuste a ello, ya que de continuar la inflación en algún nivel, no podría el alimentado hacer frenter a los gastos previstos, sin riesgo de que al correr los periodos mensuales , la cuota ya no sirva a la finalidad de su imposición, creando la necesidad del alimentado de promover constantemente sucesivos incidentes de aumento de cuota…” (Opinión de los Dres. Conde, PosseSaguier y Higthton de Nolasco).


Planteado el conflicto, lo que se pretende entonces es aprobar una ley que establezca un proceso abreviado de Adecuación de Cuota Alimentaria.


A los efectos de no contradecir la Doctrina de la Excelentísima Corte Suprema de la Nación Argentina que ha aceptado la prohibición de la indexación de las cuotas alimentarias, propongo que el proceso de solicitud del aumento de la cuota de alimentos se establezca con un trámite sencillo y expeditivo.


El requirente deberá promover la acción de Adecuación de Cuota Alimentaria (cuya mediación previa será optativa para el reclamante) que se regirá por las reglas del proceso sumarísimo.


El reclamante sólo deberá solicitar ante el Juez competente el libramiento de un oficio al Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC) a los fines de que el mismo informe cuál ha sido el índice de inflación desde el momento del dictado  la sentencia definitiva que fijó la cuota de alimentos, y hasta la fecha de presentación de dicho oficio.


El instituto referido en el párrafo precedente tendrá un plazo de 5 (cinco) días corridos para contestar dicho informe al juzgado, y en función del nivel de inflación mencionado, el juez determinará el nuevo valor de la cuota alimentaria.


Este nuevo mecanismo abre la posibilidad de establecer una doble vía de reclamo. De este modo, el acreedor alimentario que desee optar por el proceso ordinario por discrepar con los índices suministrados por el organismo designado a tal fin, podrá recurrir por la vía ordinaria, y quien desee optar por un mecanismo más expeditivo, recurrirá por la vía sumarísima propuesta en el presente.


Los beneficios de aprobar esta ley son contundentes:

a. Protege el interés superior del niño.

b. Evita someter a las partes a conflictos eternos y desgastantes.

c. Evita la desvalorización de la cuota alimentaria.

d. Abre la posibilidad de obtener una adecuación justa de la cuota alimentaria a través de un proceso sencillo y eficaz que permitirá descomprimir la preocupante situación que atraviesa el fuero de Familia.

Por los motivos y fundamentos expuestos es que solicito a los Señores Legisladores la Aprobación del Presente Proyecto de Ley.

